PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Cámara de Diputados declara su repudio ante los despidos producidos por la Empresa AR ZINC (EX SULFACID) en el día de la fecha en contra de los Señores  Atilio Cuarín y Marcelo Palavecino.

Sr. Presidente:

No es la primera vez que la empresa AR ZINC (EX SULFACID) con sede en Fray Luis Beltrán nos obliga a tomar intervención.

En esta oportunidad el motivo es que dicha empresa comunicó en el día de la fecha la desvinculación de dos trabajadores de esa fábrica.

Más allá de la gravedad que implican por sí estos despidos, tenemos que resaltar el fondo de este conflicto: Los dos trabajadores despedidos intimaron a la empresa les abonara un concepto remunerativo consagrado en un acuerdo celebrado entre la empresa, la entidad sindical y los trabajadores homologado por el Ministerio de Empleo y Trabajo de a Nación en el año 1992: “El denominado código 90”. Este acuerdo – básicamente- incrementa en un 34% el valor de la hora básica del Convenio Colectivo de Aplicación (77/89) por aumento – a su vez- de dos (2) horas de la jornada de trabajo. 

La respuesta de la empresa se tradujo en una amenaza de despido comunicada por su Gerente de Recursos Humanos, Sr. Rubén Schopp.

Esta situación fue denunciada por ante la Secretaría de Estado de Trabajo de la Provincia de Santa Fe- Delegación San Lorenzo por parte de los trabajadores como por la entidad sindical con ámbito de actuación: el Sindicato Único de Trabajadores Químicos y Petroquímicos de Fray Luis Beltrán (S.U.T.R.A.Q.U.Y.P.) en el expediente que gira bajo el Nº 13204-06 (se adjunta).

En dichas actuaciones los ahora despedidos junto con dos trabajadores más (Jorge Molla y Agapito Apolonio Gómez) denunciaron las amenazas extorsivas realizadas  por el Gerente de Recursos Humanos, con más la firma bajo presión de documentos pasados por ante escribano público en octubre del año 2005 que contienen renuncias a derechos consagrados por las normativa legal y convencional.

 En el día de la fecha, al intentar ingresar a desempeñar sus tareas normales y habituales, los Sres. Cuarin y Palavecino fueron impedidos por personal de la empresa, entregándoseles en ese momento copia de los telegramas de despido.

Es menester que la Legislatura de la Provincia de Santa Fe en uso de las facultades que le son propias repudie- entonces- el accionar extorsivo de capitales industriales , en defensa de los bienes jurídicos: trabajo y producción.

Es menester entender que en la actualidad los bienes jurídicos a proteger son imperiosamente: el empleo y la producción. En tanto los mismos se encuentran indefectiblemente ligados el uno al otro.

La mayoría de las empresas con sede el cordón industrial  (metalúrgicas, aceiteras, químicas, siderúrgicas) del Gran Rosario producen bienes que se colocan en el mercado nacional – a menor escala- tanto como en el internacional. Generando, a raíz de las ventas  precio dólar, incontables beneficios económicos. 

Por otro lado, estudios realizados recientemente, indican que el costo laboral para cada una de esas empresas ronda alrededor del 7 por mil de sus ganancias.

Es impensable- entonces- que se proteja preferentemente el aumento indiscriminado de ese capital en desmedro de la conservación de los puestos de trabajo y del capital social derivado de ellos, como lo es el salario.

                            La unificación de la empresa como comunidad de trabajo de intereses contrapuestos del empresario y de los trabajadores, con los que se intenta introducir un ideal de paz social y un orden disciplinado en la producción, es fácil que se deslice hacia planteamientos autoritarios que refuercen el poder empresarial, y no que respete verdaderas formas de representación y verdadera participación del personal. Por todo ello, si la neutralización del conflicto social laboral en la empresa se pretende alcanzar a costa, fundamentalmente, de limitar los derechos individuales y colectivos de los trabajadores y de un correlativo incremento de los poderes empresariales, las propuestas de la empresa como comunidad no merecen otra calificación que la de constituir un mero ropaje formalista y ampuloso para otorgar un reconocimiento jurídico a la empresa como poder normativo autónomo.

                          En el marco del altísimo índice de desempleo permitir colocar en un mismo plano jurídico al derecho de propiedad empresarial y el de trabajar sería socavar toda la filosofía sobre las reivindicaciones laborales. De un lado existe el hecho incontrovertible de la posición económica superior de los empresarios como clase. Eso les impone una actitud distinta en las pugnas laborales, porque no es tan vital para los patronos como para los trabajadores lo que perciben por el proceso de la producción. 

                          Hasta a nivel nacional se ha entendido que es necesario limitar el derecho de propiedad de los empresarios y es por ello que se dictaron las normas que instauran los procedimientos de crisis, sin dejar de mencionar los que imponen aumento salarial y duplicación de las indemnizaciones en los casos de despido sin causa. Todo ello, en miras de proteger a ese otro capital que las distintas leyes de emergencia menospreciaron a favor de ese capital que cuando obtiene turgentes beneficios no tiene miramientos en uno de sus recursos imprescindibles: el trabajo.

                          “Pacta sunt servanta” : los pactos están para ser cumplidos. Es menester entender de una vez y para siempre que constituyen pactos con obligación de cumplimiento, no sólo aquellos en los que se intercambia mercancía por dinero. 

                          A la luz de los últimos acontecimientos, en los que vemos a diario la innumerable cantidad de secuelas que deja la desocupación, resulta imperioso entender que uno de los contratos que se deben imperativamente cumplir, son los que se celebran con los trabajadores.

                          El Estado Provincial no puede permanecer inerte frente a actitudes empresariales que no sólo insinúan sino que además lo declaman públicamente, que en Santa Fe no hay justicia, no hay policía, no hay Estado.

                          Es hora de poner cuanto de obligatoriedad el Estado abandonó por negligencia o por imposibilidad, es hora de poner en este Estado cuanto de dignidad haya perdido, en la educación, en la salud y en el trabajo. Sólo un Estado sostenido por el convencimiento de que el ser humano y sus necesidades son susceptibles de ser preferidos, podrá sostenerse, de lo contrario se transformará en un mero recurso formal, subyaciendo en  la irresponsabilidad de algunos capitales el verdadero poder.  

